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 San José, 03 de junio de 2022
Señores
Departamento de Proveeduría
Dirección Ejecutiva

Área de Contratación Administrativa

Dirección Jurídica
S.  O.

Asunto: Análisis de la Ley General de Contratación Pública
Estimados señores:

Con relación al estudio de la Ley General de Contratación Pública N° 9986, nos permitimos remitir un análisis del impacto para la institución, con los cambios más relevantes que provocan la confección de nuevos procedimientos para la tramitología y riesgos que se detectaron para las oficinas involucradas.   

Cabe señalar que, este es un análisis solamente de la ley para iniciar las labores del proyecto de implementación y que en cuanto se emita el Reglamento a la Ley General de Contratación Pública habrá que hacer un estudio de éste, ya que en ese Reglamento se ampliará el detalle de los plazos y procedimientos que se desarrollarán, por lo que muy probablemente habrá más cambios a los que se deberán hacer ajustes.
Adicionalmente, lo que corresponde al Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, será abordado en forma conjunta con ese Subproceso en cuanto se disponga del Reglamento, según cronograma de actividades del plan de trabajo del proyecto. 
Principales cambios respecto a la normativa actual:
· Para los trámites con proveedor único, ya no se podrá utilizar la figura de contratación por conveniencia, ahora se requiere de un estudio de mercado mediante el Sistema Digital Unificado, además de realizar invitación para posibles oferentes y así determinar si se puede o no, utilizar esta figura. Si producto de lo anterior se determina que sólo hay un proveedor, se realizará la contratación por excepción (con la legislación vigente, sólo se hace estudio de mercado).  Cabe señalar que, la nueva ley limita a que no se podrá utilizar la figura de proveedor único, para el desarrollo de sistemas de información ni la adquisición de partes de tecnología que se agreguen a una existente, cuando aquella haya cumplido su vida útil.

· Los procedimientos de excepción tales como, bienes o servicios artísticos, culturales e intelectuales servicios de capacitación abierta, reparaciones indeterminadas; demandarán un trámite más extenso, con mayor etapa previa pues requieren una decisión inicial, estudio de mercado y acreditación de la procedencia para utilizar la excepción que corresponda. 
· Desaparecen las figuras de excepción para la adquisición de material bibliográfico, atención de gestiones judiciales (servicios de abogacía), seguridades calificadas, interés de colaborar con la Administración, arrendamiento o compra de bienes únicos, situaciones imprevisibles, arrendamiento de vehículos de los funcionarios, servicios de arbitraje y conciliación, asesoría a auditorías internas.
· Se establece como excepción las compras realizadas con fondos de caja chica que sean indispensables e impostergables, siempre y cuando no excedan el diez por ciento (10%) del monto fijado para la licitación reducida que actualmente se encuentra en ¢59.555.990.00, siendo que esta nueva ley, viene a imponer un tope a las compras de caja chica, por lo que con el monto indicado anteriormente el límite máximo es de ¢5.955.599.00. 
· Introduce nuevas opciones de pago que serán desarrolladas en el reglamento a la ley, tales como pago por resultados, pago por precio volumen y pago en función del uso, así como nuevas formas de pago para el contrato de obra pública. Al ser mecanismos novedosos, se deberán determinar los procedimientos para su implementación, al momento en que surja la necesidad.
· Toda la actividad de contratación pública deberá realizarse por medio del Sistema Digital Unificado. La utilización de cualquier otro medio para la promoción de procedimientos de contratación acarreará su nulidad absoluta. Aclara la ley que, ante situaciones de caso fortuito o fuerza mayor, no se producirá la nulidad señalada, si la Administración acredita esas circunstancias ante la Dirección de Contratación Pública, la que mediante acto motivado podrá autorizar la exclusión total o parcial del uso del Sistema Digital Unificado. Dado lo anterior, se debe valorar el abordaje que se le dará a los procedimientos que se puedan ver afectados por no poder tramitarse en ese sistema como, por ejemplo, pruebas interlaboratoriales, edictos de tránsito y los que correspondan.  
· El Sistema Digital Unificado dispondrá de un catálogo de obras y bienes que deberá utilizarse en los procedimientos de contratación, así como para la determinación de la razonabilidad del precio, por lo que se debe verificar que se incorporen las referencias de ese sistema, en caso de requerirlo, lo cual incide en una labor de verificación por parte del órgano conductor del proceso sobre el cumplimiento.   
· En caso de dudas acerca de la razonabilidad del precio ofertado, se introduce la opción de solicitar al oferente que presente una línea de crédito o garantía que asegure que cuenta con medios para cumplir con el bien o servicio respectivo.

· La obligatoriedad de publicar el programa de adquisiciones en La Gaceta o en la página web del Poder Judicial, se convierte en el deber de publicarlo en el Sistema Digital Unificado. El impacto se podrá determinar hasta que se conozca cómo llevar a cabo la publicación en el sistema, ya que será hasta el próximo año que se hará esta publicación por primera vez o cuando la plataforma se encuentre en funcionamiento y se tenga a disposición la forma en que se deberá realizar este proceso.
· Desaparece del todo la figura de la garantía de participación para los procedimientos de contratación. 
· Nueva concepción de la contratación administrativa orientada a las “compras públicas estratégicas”. Al ser un proceso inexistente se estará a la espera de que la Autoridad de Contratación Pública defina la política pública incorporando los planes de acción y los indicadores de medición.

· La desafectación del régimen de prohibiciones ya no estará a cargo de la Contraloría General de la República, en adelante sólo será necesario rendir declaración jurada informando que media la desafectación conforme a la Ley.
· Incorpora la posibilidad de licitar segmentos de obra pública de punto a punto, cuando resulte más conveniente y sea técnicamente procedente. Las oficinas usuarias deberán de justificar técnicamente la aplicabilidad de la figura y los demás involucrados el apego a esta figura.   
· Se define una nueva nomenclatura de las contrataciones, con nuevos umbrales económicos para cada una, en donde el parámetro será únicamente el tope económico, y ya no se necesitará el monto del presupuesto de cada Administración para definir cuál procedimiento de contratación se debe emplear: 

Umbrales generales de contratación para la adquisición de bienes y servicios 
· Licitación mayor estimación superior a ¢ 238.223.960.00 

· Licitación menor estimación igual o inferior a ¢ 238.223.960 pero superior a ¢59.555.990.00
· Licitación reducida estimación igual o menor a ¢59.555.990.00 

Umbrales generales de contratación para obra pública 
· Licitación mayor estimación superior a ¢641.372.200.00
· Licitación menor estimación igual o inferior a ¢641.372.200.00 pero superior a ¢160.343.050.00 

· Licitación reducida estimación igual o menor a ¢160.343.050.00 

El monto de los umbrales será actualizado por la Contraloría General de la República, en la segunda quincena del mes de diciembre, utilizando el monto de las unidades de desarrollo establecido por el Banco Central de Costa Rica para el 15 de diciembre de cada año y regirán del 1 º de enero al 31 de diciembre del año siguiente a su publicación.

· No se requiere autorización de la Contraloría General de la República para iniciar una contratación sin recursos presupuestarios, se podrá iniciar con la autorización del jerarca y con la advertencia de esta situación en el cartel.
· La Administración estará facultada hasta antes de la apertura de las ofertas y únicamente en dos ocasiones para modificar de oficio el pliego de condiciones, por lo que se reduce de 3 a sólo 2 ocasiones.
· El presupuesto detallado ya no se debe presentar con la oferta, tal como se dispone en la actualidad, sino que sólo deberá aportarlo el adjudicatario antes de la suscripción del contrato.

· Introduce la posibilidad (de manera excepcional) de usar mecanismos distintos para reajustes de precios en contratos de obra pública. Esa metodología alternativa deberá incorporarse al cartel y tener un respaldo técnico al momento en que se vaya a implementar.

· Faculta a la Administración para solicitar una nueva garantía de cumplimiento en aquellos contratos que tengan prestaciones pendientes y en los que se haya ejecutado la garantía de cumplimiento inicial, así como una nueva causal para iniciar procedimiento de resolución contractual: no atender en tiempo y forma la solicitud de una segunda garantía de cumplimiento.
· Se pasa de una metodología de cobro automático de las multas y cláusulas penales, a un trámite con fase recursiva.
· Se prohíbe que una misma persona física o jurídica figure para un mismo concurso en más de una oferta, como subcontratista, salvo excepciones motivadas en el pliego de condiciones. La excepción requiere acreditar que en el mercado hay un número limitado de eventuales subcontratistas, por lo que se debe habilitar la excepción en el cartel y justificar la decisión. Ahora será posible asignar puntaje adicional a los oferentes que subcontraten una PYME local.
· También es importante mencionar que las Pymes se verán beneficiadas, porque se introdujeron beneficios puntuales para esas empresas, por lo tanto, de cumplir con los requisitos de ley, contarán con la oportunidad de entrar en un mercado muy particular y que hasta la fecha ha sido dominado por grandes empresas o bien empresas muy especializadas.
· Se restringe a una única ocasión, la oportunidad de prevenir al oferente para que subsane defectos, por lo que la Administración deberá consolidar los defectos advertidos y dará una única prevención por un plazo razonable para que el oferente subsane o aclare su oferta, bajo pena de caducidad.
· Se establece la caducidad del procedimiento, como consecuencia por no emitir acto final 6 meses después de vencido el plazo para dictarlo. Adicionalmente, ahora el acto final solo se puede prorrogar por el mismo plazo que se tiene para recibir ofertas.  
· Se crea la posibilidad de dictar una nueva adjudicación en contratos de suministro de bienes o servicios cuando se tenga que resolver el contrato inicial, acudiendo así a la segunda o subsiguientes mejores calificaciones de los demás participantes. Esto implica que todas las ofertas deberán ser evaluadas y analizadas integralmente, por lo que no es procedente utilizar la práctica de la economía procesal. Las ofertas deberán quedar admisibles o inadmisibles. 

· Se crea la posibilidad de dictar una nueva adjudicación en contratos de obra que deban resolverse. Para ello, el trámite consiste en invitar a todos los oferentes que resultaron elegibles del concurso inicial y se aplicarán las regulaciones de una licitación menor.
· Todas las invitaciones se realizarán por medio del Sistema Digital Unificado y no por La Gaceta como se hace en el caso de las licitaciones, lo cual reduce los costos de publicaciones a la institución y la tramitología en Caja Chica. 
· En casos de seguridades calificadas se crea la figura de licitación mayor por etapas, donde no se podrán revelar desde el inicio del concurso las especificaciones técnicas del objeto contractual que se vaya a ejecutar, realizando una licitación mayor en dos fases. La primera fase estará destinada a la selección de los oferentes que potencialmente pueden cumplir con el objeto del concurso y, la segunda, en la cual se revelarán las particularidades del objeto contractual a los preseleccionados y entre quienes se escogerá al que cotice el menor precio.
· Regula la posibilidad de recurrir los pliegos de condiciones de todas las licitaciones, siendo que anteriormente en trámites de cierta cuantía no era posible recurrirlos. Los recursos de objeción suspenderán el plazo para la recepción de ofertas.
· Para las contrataciones de urgencia se elimina el plazo de invitaciones a 4 horas, se crea un módulo nuevo en el Sistema Digital Unificado, para trámite de proceso especial. Se dispone un mes desde el hecho generador para iniciar la ejecución, sino se aplica la caducidad, tomando en cuenta que, si se caduca el plazo, se debe de tramitar por la vía ordinaria. Deberá mediar autorización suscrita y motivada por el jerarca o por quien este delegue. Si el contratista seleccionado no da inicio en el día indicado, de inmediato seleccionará al segundo mejor calificado. Si la situación urgente es provocada por mala gestión se deberá iniciar la investigación correspondiente a fin de determinar si procede establecer medidas sancionatorias contra los funcionarios responsables. Por último, se elimina la necesidad de contar con autorización de la Contraloría General de la República para poder tramitar “contrataciones de urgencia”.
· Nuevo trámite de excepción para arrendar inmuebles con nuevos requerimientos, tales como: el estudio que demuestre que la opción seleccionada es la más rentable y viable, un avalúo elaborado por el órgano especializado de la Administración respectiva, o en su defecto por la Dirección General de Tributación u otra entidad pública competente que defina el valor del inmueble o el precio del arrendamiento, un estudio de mercado que lleve a determinar la idoneidad del bien que se pretende adquirir o arrendar y por último un acto motivado adoptado por el máximo jerarca o por quien este delegue. 

· Toda contratación de obra pública deberá considerar la debida gestión a lo largo de las diferentes fases que componen el ciclo de vida del proyecto. La Administración deberá designar al responsable de verificar el cumplimiento de cada una de las etapas definidas en la decisión inicial para la realización de la obra, aprobando o improbando la etapa, a fin de decidir continuar o no con la siguiente. Se establece un nuevo requisito para iniciar el procedimiento de contratación, a saber, contar con aprobación del responsable de la planificación, donde se indique que ella fue realizada de forma completa y satisfactoria.
· Para contratos de suministro de bienes, al igual que el párrafo anterior, la Administración deberá designar al responsable de verificar el cumplimiento de cada una de las etapas definidas en la decisión inicial para la obtención del suministro de bienes, aprobando o improbando la etapa, a fin de decidir continuar o no con la siguiente. Se establece un nuevo requisito para iniciar el procedimiento de contratación, a saber, contar con aprobación del responsable de la planificación, donde se indique que ella fue realizada de forma completa y satisfactoria.
· Todo recurso se presentará utilizando para ello el Sistema Digital Unificado. Para la interposición del recurso se habilitan todas las horas del día (sea de objeción, apelación o revocatoria). La ley anterior, solo permitía el recibo de estos en horas hábiles.
· Se establece un régimen de multas por presentación de recursos temerarios. La actuación se entenderá temeraria cuando el recurrente abusa ejercitando acciones totalmente infundadas y, de mala fe, cuando este alegue hechos contrarios a la realidad. Es decir, la multa podrá ser interpuesta cuando, al atender un recurso de apelación o de revocatoria, se determine que el recurrente actúa con temeridad, mala fe o abuso de derechos procedimentales. Esto aplica para recursos de objeción, revocatoria y apelación.
· La Administración podrá modificar únicamente los contratos vigentes, sin superar bajo ningún concepto el veinte por ciento (20%) del monto y el plazo del contrato original. Se podrá tramitar hasta un 50% con autorización del Jerarca o quien se hubiera delegado, en obra la autorización solamente podrá darla el Jerarca. 
· Desaparece la posibilidad de realizar un contrato adicional sobre uno ya ejecutado, si la Administración requiere suministros o servicios adicionales.

· El pago a contratistas irregulares debe acordarse mediante resolución, la cual además ordenará dos investigaciones: una para determinar si procede un procedimiento sancionatorio y/o resarcitorio, y otra para determinar si procede un sancionatorio contra el funcionario que elaboró la recomendación o adjudicación.
· El plazo para la resolución de la gestión del contratista para dar continuidad a la ejecución del contrato disminuyó de 30 a 10 días hábiles, lo cual es un plazo imperioso para la resolución de las gestiones del contratista.

· En casos excepcionales, en atención a las particularidades del objeto contractual, o la modalidad de contratación en las que se requiera un mayor plazo para recuperar la inversión, podrá recurrirse a vigencias contractuales superiores a dicho plazo máximo y siendo como máximo a 10 años. Esto deberá acordarse desde la decisión inicial y contar con resolución motivada suscrita por el jerarca (con apoyo en criterios técnicos, financieros y jurídicos suscritos por funcionarios competentes). 
· El finiquito se vuelve obligatorio en materia de obra pública, el cual se deberá realizar dentro del plazo máximo de un año desde la recepción definitiva de la obra, y aparece como optativo para contratos de servicios y suministro de bienes dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la recepción definitiva.
· Para todo tipo de prórrogas contractuales (tanto para las automáticas, como para las facultativas) se deberá emitir un acto motivado justificando su conveniencia y en el que se tome en cuenta la “buena ejecución del contrato”. Se limita a un mínimo de 2 meses la antelación que deberá dar la Administración al contratista para avisarle que no desea prorrogar un contrato.
· En cinco años contados a partir del acaecimiento del hecho, prescribirá la facultad de la Administración para reclamar cualquier extremo derivado de la contratación. Si se trata de obras públicas, el término para el reclamo indemnizatorio originado en vicios ocultos será de diez años, contados a partir de la entrega definitiva de la obra. En la ley anterior, esto solo se encontraba regulado para el contratista.
· Se establece la caducidad del contrato, como remedio ante la inactividad tanto de la Administración como del contratista, el cual generará la extinción de éste. Se computa de forma separada: actuaciones de la Administración y actuaciones del contratista. Se establece responsabilidad al Administrador del contrato que con su omisión dé lugar a la caducidad del contrato.
· Se incluye regulación sobre resolución de controversias, que serán conocidas por un comité de expertos, el cual tendrá un plazo de 6 semanas para emitir su decisión. Los contratantes asumirán por partes iguales todos los honorarios y gastos del comité de expertos, ya sea permanente o ad hoc.
· Respecto al personal que desempeñe funciones en las proveedurías institucionales, la ley regula que deberá ser idóneo y que con ese fin serán sometidos a procesos periódicos de capacitación, a fin de alcanzar niveles óptimos de profesionalización y acreditación según el perfil o puesto. Quien ejerza el cargo de proveedor deberá contar con la preparación académica, profesional y/o técnica necesaria para el desempeño óptimo de sus labores. 
· Se crea la posibilidad de contar con una Junta de Adquisiciones, la cual estaría encargada de adoptar los actos finales en materia de contratación pública.

Aspectos que deben ser analizados para definir un nuevo procedimiento, una guía, o comunicados sobre la tramitología:
· Procedimientos de excepción.
· Contrataciones de urgencia.

· Proveedor único.
· Documento guía de decisión inicial que contemple los aspectos mínimos requeridos para procedimientos de excepción, y para obra con las nuevas condiciones que se definen, así como para bienes y servicios. 

· Valorar quién firmará la decisión inicial de los procedimientos, en conjunto con la oficina solicitante.
· Definir si todas las decisiones iniciales tendrán aprobación y revisión de la Dirección Jurídica o si se delegará a la Proveeduría Judicial y a las Administraciones Regionales. 

· Definir si todos los pliegos de condiciones tendrán aprobación y revisión de la Dirección Jurídica o si se delegará a la Proveeduría Judicial y a las Administraciones Regionales. 
· Definir si todos los recursos serán abordados por la Dirección Jurídica o por la Proveeduría Judicial y las Administraciones Regionales. 

· Cuando exista información confidencial en la oferta presentada, se deberá definir a quién corresponde la declaratoria de confidencialidad (estudio de información, elaboración del acto motivado y el resumen del contenido de los documentos), ya que se requiere una logística del procedimiento a seguir, que involucre los órganos legales y/o técnicos que respalden la declaratoria o no, dentro del plazo máximo definido de 5 días. 

· Definir el proceso para la promoción de procedimientos de contratación fuera del Sistema Digital Unificado y la oficina encargada de tramitar la autorización. 
· Estudios de mercado y razonabilidad de precios, así como el proceso a seguir para la solicitud de aceptación de una línea de crédito y garantía, que asegure que el oferente cuenta con medios para cumplir con el bien o servicio respectivo, en caso de dudas acerca de la razonabilidad del precio ofertado.

· Requerimientos necesarios para iniciar un procedimiento sin disponer de recursos presupuestarios, las condiciones para tramitar bajo esta condición y en qué términos. Definición de la persona encargada de la autorización.    
· Proceso por seguir para la solicitud, revisión y aporte del presupuesto detallado.

· Definición de las disposiciones internas que promuevan la participación de las pymes, así como la emisión de directrices.

· Abordaje de prevenciones por única oportunidad de prevenir al oferente para que subsane defectos.
· Caducidad de los procedimientos de contratación.

· Nueva adjudicación en contratos de suministro de bienes o servicios cuando se tenga que resolver el contrato inicial.
· Trámite de procedimientos de seguridades calificadas.

· Trámite de alquileres.

· Informar sobre el manejo e incorporación de los nuevos métodos de pago al pliego de condiciones.
· Presentación de recursos en cuanto a plazos (adición y aclaración) y nueva forma de trámite. Recursos temerarios.

· Prórrogas y suspensión del plazo de los contratos vigentes.

· Guía para informar sobre las sanciones a funcionarios públicos, los procedimientos y los criterios de valoración para la determinación de la sanción, así como para informar sobre las nuevas causales de sanciones.

· Revisión de la estructura organizacional para determinar los nuevos flujos de trabajo, recursos tecnológicos y humanos, de conformidad con el estudio de la Dirección de Planificación.

· Valorar si el Poder Judicial implementará la figura de una Junta de Adquisiciones, la cual estaría encargada de adoptar los actos finales en materia de contratación pública.
Riesgos e impactos:

· De acuerdo con lo establecido en el transitorio I de la Ley N° 9986, los procedimientos de contratación que inicien antes del 1 de diciembre de 2022 se regirán por la Ley N° 7494, mientras que aquellos que inicien posterior a esa fecha se regirán por las disposiciones de la Ley N° 9986. Es decir, existirá un uso de normativa disímil entre los procedimientos de contratación que estarán vigentes y los que estén iniciando posterior a la entrada en vigor de la nueva ley.
· Existe una afectación directa a la estructura por cuanto deberá de definirse quién dictará la decisión inicial si será el jerarca o si lo delegará, la revisión de los pliegos de condiciones, así como quién asumirá la resolución de recursos de objeción y revocatoria, todo lo anterior, de acuerdo con cada tipo de procedimiento.
· Mayor análisis y procedimientos previos por parte de los órganos técnicos al momento de preparar las diligencias iniciales y a la hora de definir sistemas de evaluación para las compras públicas estratégicas, así como, para la Proveeduría y a la Dirección Jurídica según corresponda, al momento de revisar los insumos, confección del pliego de condiciones, y fundamentación de las acciones para recomendar una adjudicación. Todo lo anterior exige más tiempo para cada una de esas actividades al implicar más análisis.

· Las oficinas involucradas verán un incremento de los nuevos requerimientos que exige la presente ley para llevar a cabo los procedimientos de compras públicas, y dada la cantidad y el corto plazo para tramitar esas compras, el recurso humano resulta insuficiente.

· La fase de estudio de ofertas se hará más lenta por todos los nuevos requerimientos, lo que podría impactar en la atención oportuna de las distintas gestiones que se deben abordar, así como el cumplimiento de los plazos.
· Se abre paso a una nueva nomenclatura de las contrataciones, donde todas serán licitaciones y desaparece la figura de escasa cuantía, lo que provoca que todas las personas analistas pasen a tramitar procedimientos de licitación. Si se mantiene la distribución de trabajo con la organización actual para tramitar licitaciones menores y reducidas, aumenta la cantidad de trámites en el Subproceso de Compras Directas y Compras Menores, y aún más en el caso de obra pública. Aunado a ello, para tramitar licitaciones mayores se reduce notablemente en el Subproceso de Licitaciones, lo anterior tomando en cuenta la cuantía de los nuevos umbrales.

·  En virtud de que no se requiere autorización de la Contraloría General de la República para iniciar una contratación sin recursos presupuestarios, se podrá iniciar con la autorización del jerarca y advertencia de esta situación en el pliego de condiciones. Esto implica tener que asumir la responsabilidad por tal decisión. Si se decide que para estas autorizaciones se requerirán informes técnicos, financieros y jurídicos, se generará más trabajo para las distintas dependencias encargadas de hacer los estudios e informes respectivos.
· De introducir un nuevo mecanismo para reajustar precios se generan labores adicionales a los involucrados, porque se deberán de aportar las justificaciones, se demoraría el concurso, ya que se requieren en la etapa de confección del pliego de condiciones y lo más recomendable sería que, Verificación y Ejecución Contractual valore brindar un visto bueno al reajuste de precios que se incorpore, para que se garantice su efectiva aplicación y procedencia.
· Se restringe a una única ocasión la oportunidad de prevenir al oferente para que subsane defectos, por lo que, los entes técnicos deberán de emitir un solo criterio para la etapa de subsanaciones y deberán adecuarse a un solo estudio de ofertas, lo cual podría exigir más tiempo y mayor responsabilidad de las personas involucradas en el proceso en caso de no prevenirse algún aspecto, siendo que de momento no se indica que sucederá en estos casos.
· Los procedimientos que alcancen seis meses de inactividad durante la ejecución contractual caducarán, como consecuencia por no emitir acto final seis meses después de vencido el plazo para dictarlo. Esto provoca mayor responsabilidad para las personas involucradas en el proceso en caso de no dictar el acto en el plazo indicado, así como acortar los plazos para el trámite, ya que ahora el plazo solo se puede prorrogar por el mismo tracto que se tiene para recibir ofertas.  Lo anterior se dificulta debido a la cantidad de procedimientos de compra que se tramitan de manera simultánea, la participación de múltiples oficinas en cada procedimiento de compra, plazos cortos para las distintas tareas y poco personal para atender el volumen de trabajo. 
· El trámite de seguridades calificadas es un nuevo proceso que implicará un trámite más largo y no tan expedito como lo era el manejo de la ley anterior.
· La posibilidad de recurrir los pliegos de condiciones de todas las licitaciones aumenta la cantidad de recursos que puedan recibirse, pues anteriormente en trámites de cierta cuantía no se podían recurrir los pliegos de condiciones. Siendo que, se deben resolver los recursos de objeción al pliego de condiciones en un plazo reducido, con las implicaciones en las cargas de trabajo que esto acaecerá.
· En cuanto a las contrataciones de urgencia, se asume más responsabilidad por la autorización que media, los plazos para tramitar son reducidos con la consecuencia de la caducidad. Si la situación urgente es provocada por mala gestión, se deberá iniciar la investigación correspondiente a fin de determinar si procede establecer medidas sancionatorias contra los funcionarios responsables, esto también conlleva más trabajo para la instancia disciplinaria correspondiente.
· Plazos imperiosos para resolver los recursos de la licitación menor.
· En vista de que el finiquito se vuelve obligatorio en materia de obra pública, el cual se deberá realizar dentro del plazo máximo de un año desde la recepción definitiva de la obra, y aparece como optativo para contratos de servicios y suministro de bienes dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la recepción definitiva; se deberá empezar a utilizar una figura que hasta el momento el Poder Judicial no empleaba. El Departamento de Servicios Generales deberá incluir esta labor como una función más dentro de sus tareas, y Verificación y Ejecución Contractual deberá llevar registro de estos finiquitos, lo cual representa una tarea más para ese Subproceso. En caso de que la Administración decida utilizar finiquitos en otro tipo de contratos, significaría un aumento en los trámites de estas otras contrataciones, y deberá definirse cuáles oficinas asumirán el trámite.

· Se establece la caducidad del contrato, como remedio ante la inactividad tanto de la Administración como del contratista, lo cual generará la extinción del contrato y se establece responsabilidad al Administrador del contrato que con su omisión dé lugar a la caducidad de éste. Lo anterior, implica un mayor control durante la ejecución del contrato. Dado el incremento en la carga de trabajo que se genera con las nuevas tareas y reducciones de plazos, se hace más complejo para el personal poder llevar un adecuado control y cumplir con todos los plazos para evitar incurrir en este tipo de responsabilidades. 
· Se incluye regulación sobre resolución de controversias, que serán conocidas por un comité de expertos, el cual tendrá un plazo de 6 semanas para emitir su decisión. Los contratantes asumirán por partes iguales todos los honorarios y gastos del comité de expertos, ya sea permanente o ad hoc. Ello implica gastos adicionales que no se encontraban contemplados en la actualidad por parte de la institución.

Conclusiones:

La nueva Ley General de Contratación Pública, trae consigo muchos cambios y como todo cambio, es necesario un periodo de ajuste para implementar y asimilar la nueva forma de tramitar las compras públicas, por lo que la preparación de los nuevos procedimientos y la capacitación al personal involucrado es necesaria para para minimizar los riesgos, tomando en cuenta además que, la nueva normativa así lo establece.
En virtud de los cambios indicados en este documento, además de que se introducen aspectos importantes con la finalidad de agilizar los procesos, y de que coexistirán dos marcos normativos por un plazo indeterminado, es evidente que el recurso humano con el que actualmente cuenta la institución es insuficiente, pues la mayoría de los trámites requieren mayor inversión de tiempo en las etapas previas, durante y en la misma ejecución, así como en el control de plazos para evitar la caducidad tanto en el procedimiento de la contratación, como en la etapa de la ejecución. De mantenerse con el mismo personal, se aumenta el riesgo de caducidad, particularmente al tratarse de una figura no contemplada en la normativa actual; lo que requiere preparación para asimilar y gestionar el cambio, sin dejar de lado que aumenta la responsabilidad de las personas que participan en los procedimientos de contratación, pese al alto volumen de trabajo y la poca cantidad de recurso humano y desincentiva al personal porque estas nuevas responsabilidades no se equiparan con la remuneración económica que perciben actualmente, lo cual puede incidir en una eventual rotación de personal o desinterés en asumir puestos laborales de esta índole.
El deber de utilizar el Sistema Digital Unificado en los procesos de contratación es una de las obligaciones más importantes en esta ley; pues la plataforma que se encuentra en vigencia en este momento debe sufrir cambios importantes o ser sustituida por completo para adaptarse a los requerimientos de la nueva normativa, sin embargo, preocupa el plazo definido para realizar todos estos cambios, el cual se estableció como máximo hasta 15 días de previo a la entrada en vigor de la nueva ley, siendo notoriamente insuficiente para lograr capacitar a todas las personas involucradas en el proceso de contratación. 

De igual manera genera incertidumbre la fecha en la que será publicado el Reglamento a la Ley de rito, siendo que en éste se desarrollarán plazos y procedimientos que provocarán cambios importantes que refuerzan lo normado en la ley y abarcarán los vacíos que hay en ella.
Por último, como lo hace ver el estudio realizado recientemente por la Contraloría General de la República del pasado 30 de marzo, denominado “Nuevo modelo de gestión de compras públicas: Preparación institucional para su implementación”, esta responsabilidad no es únicamente de la proveeduría institucional, pues abordarlo de esa forma es sumamente riesgoso, y es un indicio de que no se ha adquirido la conciencia del cambio del modelo que trae consigo la entrada en vigencia de la ley, ya que el cambio que conlleva requiere acompañamiento y respaldo de las jerarquías para promover un proceso participativo, sistémico, integral y sostenible.
Atentamente, 

MSc. Sonia Zeledón Gutiérrez
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